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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO CUARENTA Y SIETE (47) ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de agosto de dos mil veinte (2020)  

 

 

Clase de Proceso : ACCIÓN DE TUTELA 

 

Accionante : MONICA ELVIRA DÍAZ MONTAÑO 

 

Accionado : MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - 

SUBDIRECCIÓN DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD 

DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

   

Radicación No. : 11001334204720200015500 

 

Asunto  : DEBIDO PROCESO y PETICIÓN 

 

 

Como toda la actuación de la referencia se ha efectuado conforme a las reglas 

adjetivas que le son propias, sin que se observe causal alguna que invalide lo 

actuado, es procedente proferir decisión de mérito, para lo cual el Juzgado 

Cuarenta y Siete (47) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, en ejercicio 

legal de la Función Pública de administrar Justicia que le es propia, y con 

observancia plena al derecho aplicable, dicta la presente 

  

 

SENTENCIA 

 

1.- A N T E C E D E N T E S 

 

Con fundamento en el art. 86 de la C.P., el Decreto 2591 de 1991 y el 1382 de 2000, 

procede el Despacho a decidir en primera instancia, la acción de tutela, promovida 

por la señora MONICA ELVIRA DIAZ MONTAÑO, quien actúa en nombre propio, contra 

el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL -SUBDIRECCIÓN DE ASEGURAMIENTO DE 

LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN, por presunta vulneración a su derecho 

fundamental al debido proceso. 
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1.1. HECHOS 

 

2. La accionante presentó solicitud de convalidación del título de Especialista de 

Primer Grado en Imagenología otorgado el 13 de septiembre de 2019 por la 

Universidad de Ciencias Médicas de la Habana, Cuba ante el Ministerio de 

Educación Nacional el día 11 de noviembre de 2019, mediante radicado N° 

2019-EE-173754. 

3. Terminado el proceso administrativo, se convalidó por la entidad accionada 

el Título de Especialista de Primer Grado en Imagenología otorgado por la 

Universidad de Ciencias Médicas De La Habana, a través de Resolución N° 

8630 emitida el día 04 de junio del año 2020. 

4. Comunicada la actuación anterior la accionante evidenció un error 

aritmético en el segundo apellido de Montalvo a Montaño dentro del numeral 

primero de la parte resolutiva dentro del acto administrativo N° 8630, a pesar 

de adjuntar documento pleno de identificación personal.  

 

1.2. DERECHOS FUNDAMENTALES PRESUNTAMENTE VULNERADOS 

 

La accionante sostiene que con el actuar de la entidad accionada, se le ha 

vulnerado su derecho fundamental al debido proceso. 

 

  II. ACTUACIÓN PROCESAL   

 

Como la solicitud reunió los requisitos de ley, se le dio trámite a través del auto 

admisorio del 23 de julio de 2020, se notificó su iniciación al Ministro de Educación 

Nacional-Subdirección de Aseguramiento de la Calidad de Educación Superior, 

para que informaran a este Despacho sobre los hechos expuestos en la acción de 

tutela respecto de los derechos deprecados.   

 

III. CONTESTACIÓN DE LA ACCIÓN DE TUTELA  

 

El jefe de la Oficina Asesora Jurídica del del Ministerio de Educación Nacional 

presentó informe vía electrónica el 4 de agosto del año en curso, indicando que la 

accionante formuló recurso de reposición bajo el número 2020ER-

161226 del 22 de julio de 2020, sin vulneración de los términos establecidos en la ley 

1437 de 2011 artículo 86. 
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Para la entidad, el caso que nos ocupa tiene unos términos especiales definidos en 

la ley encontrándose dentro del plazo fijado por la norma para emitir una respuesta 

de fondo, por lo anterior no existe vulneración de derechos fundamentales, 

solicitando denegar las pretensiones incoadas a través de esta acción de tutela. 

 

IV. CONSIDERACIONES  

 

La acción de tutela, considerada como una de las grandes innovaciones del 

Constituyente de 1991, con la cual se pretendió salvaguardar en una forma 

efectiva, eficiente y oportuna los derechos fundamentales, pues se trata de un 

mecanismo expedito que permite la protección inmediata de aquellos.  

 

Este mecanismo, de origen netamente constitucional ha sido propuesto como un 

elemento procesal complementario, específico y directo cuyo objeto es la 

protección concreta e inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, 

cuando éstos sean violados o se presente amenaza de su violación, sin que se 

pueda plantear en esos estrados discusión jurídica sobre el derecho mismo.  

 

De esta manera el art. 86 de la C.P. lo consagró en los siguientes términos:  

 
“ARTICULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, 

en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 

misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la 

tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, 

podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 

judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su 

resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 

directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado 

de subordinación o indefensión”. 
 

La mentada disposición constitucional fue desarrollada por el Decreto 2591 de 

1991, en la que se dispuso además de los principios que la regían, su objeto y el 

procedimiento que ha de seguirse en los estrados judiciales.  
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Ha de advertirse que tanto en la norma constitucional como en la reglamentaria, 

el ejercicio de la citada acción está supeditado a la presentación ante el Juez 

Constitucional de una situación concreta y específica de violación o amenaza de 

vulneración, de los derechos fundamentales, cuya autoría debe ser atribuida a 

cualquier autoridad pública, o en ciertos eventos definidos por la ley a sujetos 

particulares; además, el sujeto que invoca la protección debe carecer de otro 

medio de defensa judicial para proteger los derechos cuya tutela pretende, pues 

de existir estos la tutela es improcedente, excepto cuando se use como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable, al no ser suficientes los mecanismos 

ordinarios para lograr la protección reclamada. 

 

4.1. PROBLEMA JURÍDICO  

 

El problema jurídico se contrae a determinar si el MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL-SUBDIRECCIÓN DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE EDUCACIÓN 

SUPERIOR, ha vulnerado el debido proceso administrativo y derecho fundamental 

de petición de la señora MONICA ELVIRA DÍAZ MONTAÑO, al no resolver el recurso 

de reposición interpuesto por la accionante el día 22 de julio de 2020, bajo el 

radicado 2020­ER­161226, mediante el cual se solicitó efectuar la corrección del 

segundo apellido dentro del numeral primero de la parte decisiva dentro de la 

Resolución 8630 del 04 de junio del año 2020. Lo anterior, dentro del trámite de 

convalidación de título extranjero, Especialista de Primer Grado en Imagenología, 

otorgado el día 13 de septiembre del año 2019 por la Universidad de Ciencias 

Médicas de la Habana, Cuba. 

 

4.2. DESARROLLO DEL PROBLEMA JURÍDICO  

 

Para resolver el problema jurídico planteado, el Despacho considera que se hace 

necesario estudiar la normativa aplicable al caso y la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional en lo que atañe a los derechos presuntamente vulnerados. 

 

4.2.1. Debido proceso administrativo 

 

El debido proceso es un derecho constitucional fundamental, regulado en el 

Artículo 29 Superior, aplicable a toda clase de actuaciones administrativas y 

judiciales, en procura de que los habitantes del territorio nacional puedan acceder 

a mecanismos justos, que permitan cumplir con los fines esenciales del Estado.  
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Este derecho fundamental, para quienes tengan a su cargo el desarrollo de un 

proceso judicial o administrativo, implica la obligación de mantenerse al tanto de 

las modificaciones al marco jurídico que regula sus funciones, pues de lo contrario, 

su conducta puede acarrear la ejecución de actividades que no les han sido 

asignadas o su ejecución conforme con un proceso no determinado legalmente.   

 

Frente a este particular, resulta adecuado referir lo señalado en el artículo 6º 

Superior, en cuanto dispone que todo servidor público responde por infringir la 

Constitución y la ley y por la “omisión o extralimitación en el ejercicio de sus 

funciones”, en concordancia con el ejecutar Artículo 121 del mismo texto, en el 

que se determina que aquellos pueden ejercer únicamente las funciones que se 

determinen en la Constitución y en la ley. 

 

En tal virtud, el principio de legalidad es una restricción al ejercicio del poder 

público, en atención a la cual “las autoridades estatales no podrán actuar en 

forma omnímoda, sino dentro del marco jurídico definido democráticamente, 

respetando las formas propias de cada juicio y asegurando la efectividad de 

aquellos mandatos que garantizan a las personas el ejercicio pleno de sus 

derechos.”1 

 

Por otro lado, desde la perspectiva de los ciudadanos inmersos en una actuación 

administrativa o judicial, el debido proceso constituye una garantía para el acceso 

a la administración de justicia, de tal forma que puedan conocer las decisiones que 

los afecten e intervenir, en términos de igualdad y transparencia, para procurar la 

protección de sus derechos e intereses legítimos. En este sentido, el debido proceso 

se concibe como un escudo protector frente a una posible actuación abusiva de 

las autoridades, cuando estas se desvíen, de manera injusta, de la regulación 

jurídica vigente.2 

 

La Corte Constitucional ha manifestado que el debido proceso comprende: 

 

“a) El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e igualitario 

acceso ante los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a 

impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de 

lo decidido en el fallo. 

b) El derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que tiene la capacidad 

o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación de 

                                                 
1 Sentencia C-980 de 2010.   
2 Ibídem. 
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acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del 

trabajo establecida por la Constitución y la ley. 

c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y 

adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, 

el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los 

derechos a la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley 

procesal, el derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que 

intervienen en el proceso. 

d) El derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual 

exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o 

inexplicables. 

e) El derecho a la independencia del juez, que solo tiene efectivo reconocimiento cuando 

los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar 

justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo. 

f) El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre 

deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo con los imperativos del orden 

jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas.”3 

 

 

En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se 

encuentra regulado en el artículo 29 de la Constitución Política, en el cual se 

determina la aplicación del debido proceso en “toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas”; así como en el artículo 209 del mismo texto y en el 

numeral 1º del artículo 3º de la Ley 1437 de 2011, normas en las que se regula como 

un principio fundamental de la función administrativa.  

 

Frente a este particular, en la Sentencia C-980 de 2010, la Corte señaló que el 

debido proceso administrativo ha sido definido jurisprudencialmente como: 

 

 “(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, 

materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad 

administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está 

previamente determinado de manera constitucional y legal”4. Ha precisado al respecto, 

que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la 

administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho 

a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”5.  

 

 

En la misma providencia, se determinó que las garantías establecidas en virtud del 

debido proceso administrativo, de acuerdo con la jurisprudencia sentada, son las 

siguientes: 

 

“(i) ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se 

permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que 

la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas 

                                                 
3 Sentencia C-980 de 2010. 
4 Sentencia T-796 de 2006. 
5 Ibídem.  
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propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de 

inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, 

aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad 

de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.” 

 

Para las autoridades, el debido proceso administrativo implica una limitación al 

ejercicio de sus funciones, puesto que, en todo proceso desde su inicio hasta su fin, 

deben obedecer de manera restrictiva a los parámetros procedimentales 

determinados en el marco jurídico vigente. Con lo anterior se pretende eliminar 

todo criterio subjetivo que pueda permear el desarrollo de los procesos 

administrativos y, a su vez, evitar la conducta de omisión, negligencia o descuido 

en que puedan incurrir los funcionarios relacionados en el proceso.  

 

En suma, esta garantía procesal consiste primero, en la posibilidad de que el 

particular involucrado en un procedimiento o proceso adelantado por la 

administración, pueda ser escuchado y debatir la posición de la entidad 

correspondiente; segundo, presentar pruebas, solicitar la práctica de las que se 

considere oportuno y, de ser pertinente, participar en su producción; tercero, 

controvertir, por medio de argumentos y pruebas, aquellas que contra él se 

alleguen; cuarto, la posibilidad de interponer los recursos de ley y, quinto, la 

potestad de ejercer los medios de control previstos por el legislador.6  

 

Uno de los requisitos para poder acceder a esta garantía procesal es tener 

conocimiento de la actuación surtida por la administración, en razón de ello, el 

principio de publicidad y, el procedimiento de notificación que de él se desprende, 

constituye un presupuesto para su ejercicio.  

 

4.2.2 El derecho de petición  

 

El art. 23 de la Constitución Política consagra el derecho de toda persona a 

presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos de interés 

general o particular, por lo tanto, es un derecho fundamental del cual procede la 

acción de tutela. 

 

La ley 1755 del 30 de junio de 2015, reguló el derecho fundamental de petición y 

sustituyó el título II del CPACA, y en su artículo 13 indica que toda actuación de una 

persona ante autoridad indica el ejercicio del derecho de petición del art. 23 de la 

                                                 
6 C-034 de 2014.  



 

Acción de Tutela - Sentencia  

Rad. 11001334204720200015500 

Accionante: Mónica Elvira Díaz Montaño 

Accionadas: Ministerio De Educación Nacional-Subdirección De Aseguramiento De La Calidad De Educación Superior 

 

 

Pág. 8 de 16 

 

 

 

Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Las personas pueden pasar 

varias solicitudes como son: 

 

- Reconocimiento de un derecho. 

- Intervención de una entidad o funcionario. 

- Resolución de una situación jurídica. 

- Prestación de un servicio. 

- Requerir información. 

- Consultar. 

- Examinar y requerir copias de documentos. 

- Formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.  

 

Otro punto importante que contempla dicha ley es que el término para resolver el 

derecho de petición es de 15 días después de la recepción de dicha solicitud. 

Ahora bien, cuando lo que se solicita son documentos o información se deberán 

resolver dentro de los 10 días siguientes a su recepción y si no se le da respuesta al 

peticionario se entenderá que la solicitud ha sido aceptada y por ende las copias 

se entregarán dentro de los 3 días siguientes. Por su parte las peticiones donde se 

eleve consulta deberán resolverse dentro de los 30 días siguientes a su recepción. 

El artículo 20 de la ley 1755 prevé sobre la atención prioritaria a las peticiones de 

reconocimiento de un derecho fundamental cuando deban ser resueltas para 

evitar un perjuicio irremediable al peticionario.  

 

El Derecho de petición adquiere real importancia en un Estado Social de Derecho 

como el nuestro, por cuanto es considerado como uno de los instrumentos 

fundamentales con que cuenta el Estado, para hacer efectiva la Democracia 

participativa, pues con fundamento en este los ciudadanos pueden acudir ante 

las autoridades públicas con el fin de informarse y hacer efectivos los demás 

derechos fundamentales.  

 

4.2.3. Jurisprudencia de la Corte Constitucional  

 

La Honorable Corte Constitucional ha expresado en múltiples oportunidades que 

gracias al ejercicio del derecho de petición los ciudadanos pueden ejercer otros 

derechos fundamentales, como son el derecho a la información, la libertad de 

expresión, la participación política, entre otros.  
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De acuerdo con la definición que trae el art. 23 superior, puede decirse que el 

núcleo esencial de este derecho reside en la obtención de una “resolución pronta y 

oportuna de la cuestión planteada por el administrado, pues de nada serviría la posibilidad de 

dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”7.  

 

En concordancia con lo anterior, se hace necesario advertir que no puede ser 

cualquier comunicación devuelta al peticionario, con la cual se considere 

satisfecho su derecho de petición: pues se habla de una verdadera respuesta, que 

si bien no tiene que ser siempre favorable a las pretensiones del peticionario, sí debe 

cumplir con los requisitos de ser oportuna, resolver de fondo lo solicitado de manera 

clara, precisa y congruente, además de ser puesta en conocimiento del 

peticionario. 

 

El ejercicio del derecho de petición, al ostentar un rango fundamental, habilita en 

el supuesto de su vulneración, la procedibilidad de la acción de tutela, pues como 

se dejó advertido este es un mecanismo especial de rango superior previsto 

precisamente, para la protección de los derechos constitucionales fundamentales 

de las personas, cuando se encuentran amenazados o han sido conculcados por 

una autoridad pública o por los particulares. 

 

4.2.4 Recursos de la vía gubernativa y derecho de petición 

 

La Corte Constitucional ha concluido que la interposición de recursos frente a actos 

administrativos hace parte del ejercicio del derecho fundamental de petición, toda 

vez que, a través de ellos, el administrado eleva ante la autoridad pública una 

petición respetuosa, que tiene como finalidad obtener la aclaración, la 

modificación o la revocación de un determinado acto8. 

 

En este sentido, cuando se han interpuesto recursos para agotar la vía gubernativa 

y la autoridad a quien le han sido presentados los recursos omite resolverlos y no 

cumple con los términos legales, se encuentra vulnerando el derecho fundamental 

de petición. 

 

Al respecto, la Corte en su jurisprudencia ha señalado que, si el derecho de petición 

tiene por objeto obtener una respuesta de fondo, clara, oportuna y congruente 

                                                 
7 Corte Constitucional, sentencia T-377/2000. 
8 Ver sentencia T-181-08. 
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con lo pedido, los recursos ante la administración deben incluirse en el núcleo 

esencial del artículo 23 Superior. De tal forma que, si la administración no tramita o 

no resuelve los recursos dentro de los términos señalados legalmente, vulnera el 

derecho de petición del administrado y, por lo tanto, legitima al solicitante para 

presentar la respectiva acción de tutela para salvaguardar su derecho 

fundamental. 

 

Sentencias anteriores en supuestos similares al que aquí se estudia han sostenido lo 

siguiente: 

 

La obligación del funcionario u organismo sobre oportuna resolución de las 

peticiones formuladas no se satisface con el silencio administrativo. Este tiene el 

objeto de abrir para el interesado la posibilidad de llevar el asunto a conocimiento 

del Contencioso Administrativo, lo cual se logra determinando, por la vía de la 

presunción, la existencia de un acto demandable. Pero de ninguna manera puede 

tomarse esa figura como supletoria de la obligación de resolver que tiene a su cargo 

la autoridad, y menos todavía entender que su ocurrencia excluye la defensa judicial 

del derecho de petición considerado en sí mismo.9 (negrilla fuera de texto). 

 

De igual forma, la Corte ha afirmado que no es justificación suficiente para denegar 

el amparo, aducir la existencia del silencio administrativo negativo, esencialmente 

porque con esta figura no se satisface el derecho del solicitante de obtener una 

respuesta pronta y de fondo sobre lo solicitado. Por tales razones la Alta 

Corporación también ha afirmado: 

 

“Ahora bien, la acción contencioso administrativa no es el medio judicial idóneo para 

obtener la resolución de los recursos de reposición y apelación, como quiera que, tal 

y como lo ha dicho esta Corporación en múltiples sentencias, “el silencio 

administrativo no protege el derecho de petición, pues tiene un objeto distinto y, por 

otra parte, es precisamente prueba clara e incontrovertible de que el mismo ha sido 

violado”. Además, el administrado “conserva su derecho a que sea la propia 

administración, y no los jueces, quien resuelva sus inquietudes, pues al fin y al cabo 

ella es la obligada a dar respuesta. Prueba de ello está en que si la persona no recurre 

ante la jurisdicción, la administración sigue obligada a resolver”10.(negrilla fuera de 

texto) 

 

En sentencia de tutela T-682 de 2017, la Magistrada de la Corte Constitucional 

Gloria Stella Ortiz Delgado, dentro de las consideraciones precisó: 

 

En conclusión, se puede afirmar que los recursos interpuestos con la finalidad de 

controlar los actos administrativos y agotar la vía gubernativa, constituyen una de 

las formas de ejercitar el derecho de petición en la medida que este último permite 

                                                 
9 Ver Sentencia T-242 de 1993. MP. José Gregorio Hernández Galindo; T-910 de 2001 MP. Jaime Araujo 

Rentería. 
1010 Ver sentencias T-119 de 1993, T-663 de 1997, T-601 de 1998, T-637 de 1998, T-724 de 1998, T-529 de 

1998 y T-281 de 1998. 
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a las personas no sólo participar en la gestión que realice la administración sino 

también, controvertir directamente ante aquella sus decisiones. 

  

Lo anterior se infiere porque al interponer los recursos de reposición y apelación se 

está presentando una petición respetuosa con el fin de obtener, ya sea, la aclaración, 

modificación o revocación de un acto administrativo, en consecuencia, la 

administración tiene el deber de resolverlos oportunamente, de manera suficiente, 

efectiva  y congruente con lo solicitado, de lo contrario se vulneraría el núcleo 

esencial del derecho de petición. (negrilla fuera del texto). 

 

Es por tanto un deber de la administración resolver dentro de los términos 

señalados, el recurso que el peticionario ha presentado oportunamente. Actuar de 

manera contraria, además de vulnerar el derecho fundamental de petición, 

cuestiona el cumplimiento de los principios de celeridad y eficacia impuestos a la 

función pública por el artículo 209 de la Constitución. Por tanto, es procedente 

solicitar la protección por la vía de la tutela cuando existe una irregularidad de este 

tipo, tal y como sucede en el presente caso. 

 

4.3. HECHOS PROBADOS  

 

Se encuentran demostrados en el proceso con los medios de prueba 

documentales aportados al plenario, los siguientes:  

 

- Cédula de ciudadanía de la señora Mónica Elvira Díaz Montaño. 

- Resolución 8630 de 04 de junio de 2020, expedida por el Subdirector de 

Aseguramiento de Calidad de la Educación Superior, por medio del cual se 

Resuelve Convalidar y Reconocer el Título de Especialista en Primer Grado 

de Imagenología otorgado el 13 de septiembre de 2019, por la Universidad 

de Ciencias Médicas de la Habana, Cuba. 

- Pantallazo de radicación del recurso de reposición interpuesto por la 

accionante el día 22 de julio de 2020, bajo el número 2020-ER-161226 a través 

de la cual se solicita corregir segundo apellido. 

 

4.4. CASO CONCRETO 

 

La señora MÓNICA ELVIRA DÍAZ MONTAÑO, considera vulnerado su derecho 

fundamental al debido proceso por parte del MINISTRO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

- SUBDIRECCIÓN DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR, 

al no efectuarse la corrección dentro de la Resolución 008630 de 04 de junio de 

2020 que convalidó y reconoció su título de Especialista de Primer Grado en 

Imagenología del 13 de septiembre de 2019, otorgado por la Universidad de 
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Ciencias Médicas de la Habana, Cuba, con la transcripción correcta de su 

apellido, toda vez que el numeral primero de la parte resolutiva de dicho acto 

administrativo, anota “MÓNICA ELVIRA DIAZ MONTALVO”, interponiéndose recurso 

de reposición el día 22 de julio de 2020 bajo el número  2020ER161226, sin que a la 

fecha se haya dado una respuesta de fondo por parte de la entidad.  

 

Como se expuso en el desarrollo del problema jurídico, la acción de amparo 

constitucional sólo procede cuando no existen medios ordinarios de defensa 

judicial; o cuando aún existiendo, los mismos resultan ineficaces para proteger los 

derechos en conflicto o para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable11. 

 

Frente al caso que nos ocupa la accionante manifiesta que el error en la 

transcripción de su nombre dificulta el proceso de identificación personal ante 

cualquier entidad del orden privado o estatal, en atención a que no existe una 

relación directa entre la documentación aportada al proceso y el acto de 

convalidación, debiendo darse aplicación a los siguientes artículos: 

 

De la corrección de los actos administrativos el CPACA dispone en el artículo 41: 

 

ARTÍCULO 41. CORRECCIÓN DE IRREGULARIDADES EN LA ACTUACIÓN 

ADMINISTRATIVA. La autoridad, en cualquier momento anterior a la expedición 

del acto, de oficio o a petición de parte, corregirá las irregularidades que se hayan 

presentado en la actuación administrativa para ajustarla a derecho, y adoptará las 

medidas necesarias para concluirla. 

 

Así mismo el artículo 45 del CPACA reitera la posibilidad de efectuar las 

correcciones formales en cualquier tiempo de oficio o a petición de parte sin que 

implique el cambio del sentido material de la decisión así: 

 

                                                 
11 Ver Sentencia Corte Constitucional T- 796 de 2006. “Para la corrección de ciertos actos de la administración 

que vulneran derechos fundamentales, no siempre es preciso que los afectados acudan a la vía del juez 

contencioso, pues en ocasiones es pertinente la intervención del juez de tutela, para que mediante el trámite 

sumario de esta acción cese la vulneración, como ocurre por ejemplo, cuando la administración no motiva un 

acto teniendo la obligación de hacerlo, pues con ello se impide al ciudadano conocer las causas de una decisión 

y se le obliga, para reclamar la nulidad, a extraerlas de su imaginación, lo que a todas luces supone una carga 

irrazonable y desproporcionada. Es por ello que la Corte ha ordenado la motivación de ciertos actos 

administrativos, a pesar de la existencia de otros mecanismos judiciales de defensa. Si lo que se busca mediante 

la acción de tutela es la protección de los derechos fundamentales de las personas, que han sido vulnerados 

por las autoridades en trámites y procedimientos que no abordan el análisis material o de fondo del caso 

concreto, no parece idóneo que los administrados se vean obligados a soportar el proceso dispendioso de la 

vía contenciosa para obtener la protección de sus derechos fundamentales. Es en este evento que el factor de 

temporalidad cobra especial relevancia, pues obligar al ciudadano a poner en movimiento el andamiaje 

judicial y tener que esperar varios años no resulta razonable cuando lo que se debate no es una cuestión de 

fondo”. 
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ARTÍCULO 45. CORRECCIÓN DE ERRORES FORMALES. En cualquier tiempo, 

de oficio o a petición de parte, se podrán corregir los errores simplemente formales 

contenidos en los actos administrativos, ya sean aritméticos, de digitación, de 

transcripción o de omisión de palabras. En ningún caso la corrección dará lugar a 

cambios en el sentido material de la decisión, ni revivirá los términos legales para 

demandar el acto. Realizada la corrección, esta deberá ser notificada o comunicada 

a todos los interesados, según corresponda. 

 

Se advierte, que la posibilidad de alteración del acto administrativo que prevé el 

artículo 45 de la Ley 1437 de 2011 está condicionada por la intangibilidad 

sustancial que, para la administración, tiene el acto expedido. En ese sentido, la 

norma en mención precisa que la corrección que adelante la autoridad en ningún 

caso dará lugar a cambios en el sentido material de la decisión, ni revivirá los 

términos legales para demandar el acto. 

 

Ahora bien, de los argumentos expuestos por la entidad accionada dentro del 

informe presentado se aduce que no existe vulneración de los derechos 

fundamentales de la señora Mónica Elvira Díaz Montaño, toda vez que se 

encuentran dentro de los términos establecidos en el artículo 86 del CPACA. 

 

En relación con lo deprecado por las partes, el Despacho advierte que el Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo constituye el 

marco de regulación de la actuación de las autoridades administrativas, es decir 

de todos los organismos y entidades que conforman las ramas del poder público 

en sus distintos órdenes, sectores y niveles, de los órganos autónomos e 

independientes del Estado y de los particulares, cuando cumplen funciones 

administrativas. 

 

La normatividad en mención identifica los principios que rigen la actuación 

administrativa: debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, 

participación, responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, 

economía y celeridad. Así mismo, establece pautas generales para adelantar las 

actuaciones administrativas y otorga herramientas a las autoridades para su 

adecuado desarrollo. 

 

En particular, faculta a las autoridades para que adopten las medidas que estimen 

pertinentes para corregir las irregularidades que se hubieren presentado antes de 

la expedición del acto y, luego de proferido, permite que en cualquier momento 

se corrijan los errores exclusivamente formales contenidos en los actos 



 

Acción de Tutela - Sentencia  

Rad. 11001334204720200015500 

Accionante: Mónica Elvira Díaz Montaño 

Accionadas: Ministerio De Educación Nacional-Subdirección De Aseguramiento De La Calidad De Educación Superior 

 

 

Pág. 14 de 16 

 

 

 

administrativos “ya sean aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión 

de palabras”. 

 

Es así como, que de acuerdo con el material probatorio y de la normatividad 

aplicable, este Despacho encuentra que no le asiste razón a la entidad accionada 

en relación con el término establecido en el artículo 86 del CPACA para resolver de 

fondo el recurso de reposición interpuesto por la señora Mónica Elvira Díaz Montaño 

el día 22 de julio bajo el número 2020­ER­161226, ya que el silencio administrativo como 

bien se anotó, no exonera a la administración de resolver de forma clara precisa y de 

fondo los requerimientos de los ciudadanos dentro del trámite de convalidación de 

títulos extranjeros, es decir el derecho de petición no sólo se desarrolla con la solicitud 

inicial elevada ante la administración, sino que incluye los recursos que en la vía 

gubernativa se interpongan; en cuanto el término en el que se debe dar 

cumplimiento a lo anterior, el Ministerio de Educación, Subdirección de 

Aseguramiento de la Calidad de Educación Superior dispone de un plazo de 15 días 

para resolver el recurso de reposición radicado el 22 de julio de 2020, es decir la 

entidad accionada dispone hasta el día 13 de agosto de la presente anualidad para 

efectuar la corrección solicitada. 

 

De otro lado, si bien es procedente la solicitud de corrección requerida por la 

tutelante hasta el momento no se configura vulneración frente a la garantía y 

responsabilidad especial contenida en el derecho de petición, ya que no se 

encuentran vencidos los 15 días para resolver el recurso de reposición interpuesto 

dentro del trámite administrativo de convalidación para el título de Especialista de 

Primer Grado en Imagenología del 13 de septiembre de 2019, otorgado por la 

Universidad de Ciencias Médicas de la Habana, Cuba. 

 

En virtud de lo anterior, si bien la administración comete un error aritmético, en la 

transcripción del apellido de la titular de la acción a través del numeral primero de la 

parte resolutiva del acto 008630 de 04 de junio de 2020, per se no demuestra una 

vulneración efectiva a los derechos fundamentales al debido proceso y petición, al 

encontrarse dentro de los términos legales establecidos en la ley 1755 de 2015. 

 

Conforme a los planteamientos indicados y el análisis documental aportado, las 

circunstancias propias de este caso, se deberán negar las pretensiones de la 

presente acción constitucional, toda vez que no se demuestra por la señora 

Mónica Elvira Díaz Montaño la efectiva vulneración al derecho fundamental del 
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debido proceso y petición por parte de la Subdirección de Aseguramiento de la 

Calidad de la Educación Superior, Ministerio de Educación Nacional. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 47 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 

Sección Segunda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la Ley,  

 

F A L L A 

 

PRIMERO: NEGAR la acción de tutela presentada por la señora MÓNICA ELVIRA DÍAZ 

MONTAÑO contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - SUBDIRECCIÓN DE 

ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR, por las razones 

expuestas en la parte motiva de este fallo.  

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a la entidad accionada, a la accionante y al Defensor del 

Pueblo por el medio más expedito, de conformidad con lo previsto en el artículo 30 

del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: Si no fuere impugnada la presente decisión judicial, remítase el 

expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

LUZ NUBIA GUTIERREZ RUEDA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 47 ADMINISTRATIVO BOGOTÁ 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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